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SANTA
CÉSAR AUGUSTo GUIÉRRIZ
FERNÁNDEZ

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRItsUNAL CONSTITUCIONAL

l-ima. 15 dc octr¡bre de 201I

ASIlNTO

¡.T]NDAMI'N'TOS

Rccurso de agravio constitucional interpuesto por don César Au,lusto Gr¡tié¡rcz
Ircrnández contra la I{esolución 6, de fojas 61, de fecha 8 de setieÁbrc de 2017,
cxpedida por la Primera Sala Civil de la Co¡te Superior de Justicia del Santa que dcclaró
improcedente la demanda de aulos.

a cmitida en el Expcdiente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario

o a.

stos, que igualmeDte cstán contenidos en el aúiculo

129 de agosto de 2014, este'fribunal estableció. en el
49. con carácter dc precedente, qüe sc expedirá sentencja interlocutoria
dicuda sin n'lás trámite, cuando se presente alguno de los siguienles

ll del Reglamento
Normativo del Tribulal Consrirücionál

a)

b)

c)

Carezca de l'undamentación la supucsta vulncración que se invoque.
La cucstión de Derecho contenida en cl recurso no sea de
trascendencia coff titucional.
La cuestión de De¡echo invocada contradiga un p¡ecedente del
Constitucional.
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d) Se haya decidido dc manera desestimatoria en casos sustalcialmcnte igualcs.

En el presente caso, se evidencia qüe el recurso de agravio no está rel'erido a una
cuestión de Derecho de especial t¡ascendencia constitucional. Al respecto, Lln
recurso carece de esta cualidad cuando no está ¡elacionado con el contcnido
co¡slitucionalmentc protegido de un de¡echo ñ¡ndamcntal: cuando versa sobrc un
asunto materialmcnte excluido del proceso de tulela de que sc trata; o, ll¡almcnte.
cuando Io pretendido no alude a uD asunto q!¡e requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Iixpresado de otro modo, y tenierdo en cuenta Io precisado en el iundamento 50 de
la sentencia cmitida cn el Expediente 00987-2014-pA/1 C, una cuestión no rEviste
espeoial trascendencia constitucional en los siguicntes casos:0) si una fltura
¡csolución del T¡ibunal Constitr¡cional no rcsulta indispensablc pcr¿ solLrciona¡ un
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oonflicto de relevancia constilucional, pues no existe lesión que compromcta el
derecho lu¡rdamcntal involucrado o se lrata de un asunto quc no corresponde
resolver cn la vía constituciolal; o (2) si no exisle necesidad de tutelar de manera
urgente el derecho constitucional invocado y no median razones subjetivas u
objetivas que habiliten a este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de
fondo.

ntc caso, el recurcDte solicita que se declare la nulidad dc la resolución

de la República (li l8). que declaró improcedente el recurso dc casación

dc agosto de 2016 (Casación laboral 03165-2015), cmitida por la
Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema

lcta
uc i¡lerpuso contra la Resolución 7, de fccha ll de diciembre dc 201,1. emitida

por la Sala Labo¡al de la Cote Superior de Justicia del Santa. Según é1, se ha
vulne¡ado su dcrecho lundamental al debido proceso en su manifestación del
derecho a la debida motivación de resolucioncs judiciales, pues contrariamente a lo
señalado etr la resolució¡ cuestionada! cumplió con precisar qué normas no han
sido aplicadas y cómo estas inciden en el 1állo emitido en scgunda instancia o grado
en el p¡oceso subyacente.

5. No obstante lo alegado por cl actor, no puede soslayarse que, en pu dad, lo que
pretende cs que la judicatura constitucional rcvise el sentido de Io resuelto en el
auto cuestionado. En otras palabras, solicita quc se verifique, a manera de
suprainstancia, si cumpiió con los requisitos de procedencia dcl recürso de casaúiún
prcscntado; sin cmbargo, esta Sala del 'lribunai Constitucional considera que tal
reclamación no incide en el contenido constitr¡cionalme¡te protegido por eJ dcrecho
ñ¡ndamental al debido proceso cn su manifestación del derecho a la debicla
motivacióD de las resoluciones judicialcs, pues el hecho que cl accionantc disienta
de Ia fundamentación que sirwe de respaldo a la citada resolución no significa c]Lre
no exista justiilcación o quel a la luz de los hechos del caso, sea aparcnte.
incongruentc. insuficientc o incurra en vicios dc motivación intema o exlerna. por
lo tanto, no corrcsponde emilir un pronunciamiento de tbndo.

6. Fln consecuencia, y de lo cxpuesto en los ttndamentos 2 a 5 .rapra, sc veriñca quc
el prcscnte recurso de agravio ha incu¡rido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del furdamento 49 de la senrenoia cmitida en el Expedicnte 00987_2014-
PA/TC y en el inciso b) dcl articulo 11 del Reglamenro Normalivo del T¡ibunal
Constitucional. Por csta razón, conespondc declarar. sin más tráInite. imDrocedenle
cl recur.u dc dgra\ iú consti(u(iunal.
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Publíquese y notifiquese
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MIRANDA CANALtrS
SARDÓN DE TABoADA
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Por estos fr¡ndamentos. cl Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
coniiere la Constitución Politica del Perú, y la pafiicipación del magistrado Espinosa
Saldaña Barrera, convocado para di mir la discordiá suscitada por el voto singular del
magistrado Ferero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera

IIESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio co¡stitucional porque la cuestión de
Derccho contenida en el recurso carece de especial trascendencia constitücional.

(
EsPrNosA-sAl,DAñA

La a
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO I],SPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto en tanto y en cuanto el hecho alegado como acto
Ies;vo no incide de manera directa, concreta, ne8ativa y sinjustificasión razonable en el
derecho invocado.

s.

ESPINOSA.SALDAÑA I'ARRERA 'k;)

LO

ta7 C
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VOTO SINGUI,AR DEL MAGISTRADO ¡'ERRERO COSTA

Con Ia potestad que mc otorga la Constitución, y con cl mayor respeto por la poncneiu

de mi colega magistrado, emilo el p¡esenle voto singular, para expresar respetuosamcnte
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-20l4-PA/TC.
SI-]N'I'HNCIA INTERLOCUTORIA DENEGA I ORIA, por los l'undamentos que a

continuación expongo:

1ixP. N.' 04690-20t7 PA/]C
SANTA
CÉSAR AUGUSTO CUTIÉRREZ
FERNÁNDEZ

T]I, TRIBUNAI, CoNSTITUCIoNAL COMO CORTIi DE REVISIÓN O FALI,O Y NO DE

CASACIÓN

I-a Constitución de 1979 creó ei Tribunal de Garantías Constitucionalcs como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
cn instancia dc fallo. l,a Constitución dcl 79, por primcra vez en nuest¡a historia
constitucio¡al, dispuso la creación de un órgaro ad ioc, independienle del Poder
Judjcial, con la tarca de garantiza¡ la supremacía constitucional y la vigencia plena
cle los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamenlal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era r¡n órgano de conlrol de la Constitución, que tenía jurisdicción
cn todo cl tenitorio naclonal para conocer, en tía de casacíón, d,e los habeus corptrs
y amparos denegados por el Podcr Judicial, lo quc implicó que dicho Tribunal no
constituía una instal1cia habilitada para lálla¡ en forma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobrc los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dere. hos reconocidos en I¿ Consritucir,n.

3. En cse scntido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constilucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar !¡na resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incr¡rrido en graves vicios proccsales en la
tramitació¡l y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego dc
scñalar la deiiciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba cn exceso los procesos constitucionalcs
mencionados.

,ir,ú

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulne¡ación de derechos luc scriamcnte
nroditicado en la Constitución de 199i. Iin primer lugar, se aunpiian los
mecanismos de tutela dc dos a cuatro, a sabet. habeus corpus, añpañ, hubeas duta
y acción de cumplimiento. En scgundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución 10

califica crróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia dc procesos constitt¡cionales dc la libertad, la Constitución estableoe que el

Tribunal CoDstitucional (rs instanoia de revisión o f'allo.

5. Cabe señalar que la Cofftitución Política del Perú, en su aúículo 202, inciso 2,

prescibe ql¡e co¡responde al 'f¡ibunal Conslilucional "conocer, en última y
delifiith'a ifistanc¡at, las re,¡oluciones denegdlorias dicfadds en los procesos de

hubeat corpus, amparo, habe.ts dala y ucción de cumpl¡m¡enlo". Bsta disposición
constitucional, desde ur1a posición de franca tutela de los dcrechos fundamentales,
exige clue el Tribunal Constituciolal escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un dcrccho fundamental. l]na lectura diversa
co¡travcnd a mandatos i-senciales de la Conslitución, como son el principio de

del'elma de la persona humana y el respeto de su dignidad como lin supremo de la
sociedad y del Estado (a¡1ículo l), y "la observancia del debido ptoceso y lutel.t
jutísdíccional. Ningtna ?ersonq puede scr desviada de la jurisd¡cción
predelerminada por la le!, ní ¡'ome¡idd a ptocedímiento distinto de los preúomeú¡e
eslable(idos, ni ¡uzgoda por órgano.r ¡utisdiccíonales de excepción ni ¡ot
tomisione: especiales creudu al elbcto c alquicra sea s denofi¡nac¡ón",
consagrada en cl articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dit'erencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a Ia última instaDcia co¡stitucional tiene lugar por la vía del cer¡iordri
(Suprema Cofle de los Estados lJnidos), en el Perú cl Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados proccsos de la libeftad cuando el agraviado no haya obte¡ido una
prolección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamcntal. se
debc abrir la vía corrcspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de csta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colaborar con los jueces oonstitucionales mcdiante un poünenorizado
:rnalisis dc lo quc sc prclende. d( lo que se in\ uc¿.
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EL DERECT{O a sER oiDo coMo l\lAN¡t EstAC|óN DE LA DENIoCRATTZACIóN DE Los
PROCESOS CoNSTITUCIoNALf,S DE I,A LII,URI.AD

8. La administración dc justicia constilucional de Ia libertad que brinda el l ribr¡nai
Constitlrcional. desde su creación, cs rcspctuosa. cotl1o corresponde, dci derecho dc

nn

7. Lo constitucional es escuchar a la pa¡te como concretización de sr¡ derecho
irrenunciable a la defensa; además, u¡ T bunai Constitucional constituye cl más
cfcctivo mcdio de def'ensa de los derechos lundamentalcs frcnte a los poderes
pí¡blicos y privados. lo cual cvidencia el lliunib de la justicia frentc a la
arbit¡a¡icdad.
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del'e¡sa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derccho a se¡
oido con todas las debidas garantias al interior de cüalquier proceso en el cual se

delerminen sus derechos, inlereses y obligacioncs.

9. Precisamente, mi alejamiento ¡especto a la emisión de ura resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está reiacionado con la defensa. la cual. sólo es

el¿ctiva cuando el justiciable ,v sus abogados pueden exponer, de manera escril¡ v
oral. los argumentos pertinentes, colcretándose el principio dc inmediacitin que
debe regir en todo proceso constitucional.

l0- Sobre la inter\,ención de las partes. corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administnr justicia constituye ura manifestación del poder que e1

Ilstado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

bri¡da con est cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el dcrccho a ser oído con las debidas garantias.

I l. Cabc añadir quc la participación directa de las partes, er del¿nsa de sus intereses,
que se conccde en la audielcia de vista. también constiluye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario. se decidiria sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondjentc a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además. el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible dc optimizar, en cada caso concreto. las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legilima no por scr un t¡ibunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
expresar de modo suficientc las razones de derecho y de hecho relevantes cn cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido. la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trutar al individuo en fodo momento coño
un yerdadero sujeto del ¡troceso, en cl m¿t ampl¡o sentiolo le este conceplo, y no
sinplemente coño objeto del mi"^mo"', y qt "paro que ex¡std Jcb¡Jo frt,ceso legal
es preciso que un isl¡c¡dble pueda hacer valer .¡us derecho.s y defender sus
¡ntercses en forma eí¿ctív.t y efi condiciones de igualdad procesal con otros
justiciables'n -

I Cofie IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia dcl 17 de noviembre tle 2009.
párrafo 29.

' Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dc.junio de 2002, párrálo 146.

'tw
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N^TUR \LEZA PRocEs^L DEL RECURSO DE AcR^vro Cor-sTrrucIONAL

13. lll r¡odelo de "instancia de fallo" plasmado c¡ la Constitución no puede ser
desvirtuado por cl 'lribunal Constitucional si no es con grave vioiación de sus

disposicioncs. Dicho'Iribunal es su intérprete sup¡emo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constiluido también está sometido a Ia Constitución.

14. Cuando se aplica a ü¡ proceso constitr¡cional de la libefiad Ia denominada
'senlencia inlerlocutoria", el rccurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su
vcrdadcra csencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalillca¡" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artícr¡los 18 y 20 dei Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Conslitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia dc la
Sala Superior del Poder Judicial. Al 'l ribu¡al io que le corresponde es conocer dcl
ILAC v pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dl]
rechazar dicho ¡ecurso. sino por el conlrario de "conoccr" lo que la parte alega
como un.rgravio que lc causa indclcnsion.

16. Por otro lado. Ia "sentencia interlocutoria" cstablece como supuestos pam su
aplicación 1órmulas imprecisas y amplias ouyo contcnido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. justificado y concretado en supuestos especíi_rcos, a saber,
idcntiñcar en qué casos sc aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni jr]stilicarlo,
convierte el cmpleo de la precitada scntencia en arbitrario, toda vcz que se podría
at'ectar. entre otrcs, el clerecho l'undamental dc dclinsa. en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentcs dc predictibilidad, afcctando notablemente a los justiciables, quienes
lendrian quc adivinar qué resolverá cl Iribunal Conslitucional antes de presenta¡ su
respectiva demanda.

17. Por lo denrás, ,r¡¡rtatis mutdndis. el ptecedente vincula¡te contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/'l C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso l,uis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo. constituye u¡a reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales dc la libertad (supletoriedad, vía pre\ia,
vias paralelas, litispendencia. iDvocación del derecho conslilucional líquido y
cieño, erc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvifuar la esencia principal del rccurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la

ill¡ima posibilidad para proleger y reparar los derechos lundamentales de los
agraviados, voto a lávor de que en el presente caso se convoque a audiencia pan la
vista, Io que garaltiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia úl1ima y
dcñnitiva, sca Ia adecuada para poder escuchar a las personas afecladas en sus

derechos esenciales cuando no encuefltran justicia eI1 el Poder Judicial;
especialmen¡e si se tiene e¡ cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de dercchos
humanos.

20. Como afir¡¡ó Raúl Fenero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
liempo, una delénsa total de la Constitución, pues si toda ga¡antia constitucional
ent¡aña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derccho
está dei'endielldo el de ]os demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección j udicial auténtica".

FERRERO COSTA IIWW1
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